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 21912 RESOLUCIÓN de 28 de diciembre de 2004, de 
la Dirección General de Política Energética y 
Minas, por la que se hacen públicos los nuevos 
precios máximos de venta de gas natural para 
uso como materia prima.

La Orden del Ministerio de Economía de 28 de mayo 
de 2001 modifica el punto 1.4.1 del Anejo de la Orden
de 30 de septiembre de 1999, y actualiza los parámetros 
del sistema de precios máximos de los suministros de gas 
natural para usos industriales, incluyendo una tarifa espe-
cífica de gas natural para su uso como materia prima.

En desarrollo del RD 949/2001, de 3 de agosto, la 
Orden del Ministerio de Economía ECO/33/2004, de 15 de 
enero, regula las tarifas de gas natural y gases manufac-
turados por canalización y alquiler de contadores y en su 
Disposición transitoria única, dicta que la tarifa para sumi-
nistros de gas natural para su utilización como materia 
prima, establecida en el punto 1.4.1 del Anejo I de la 
Orden de 30 de septiembre de 1999, con las modificacio-
nes introducidas en la Orden de 28 de mayo de 2001, será 
de aplicación hasta el 31 de diciembre del año 2009.

El apartado sexto de la Orden Ministerial de 30 de sep-
tiembre de 1999 establece que la Dirección General de la 
Energía del Ministerio de Industria y Energía efectuará los 
cálculos y procederá a la publicación mensual en el BOE 
de los precios máximos de venta de los suministros del 
gas natural para uso como materia prima, que entrarán 
en vigor el día uno de cada mes.

En cumplimiento de la normativa anterior y de 
acuerdo con lo dispuesto en el apartado sexto de la Orden 
de 30 de Septiembre de 1999, esta Dirección General de 
Política Energética y Minas ha resuelto lo siguiente:

Primero.–Desde las cero horas del 1 de enero de 2005, 
el precio máximo de venta, excluido impuestos, aplicable 
al suministro de gas natural como materia prima será
de 1,1341 cents/kWh.

Segundo.–Las facturaciones de los consumos corres-
pondientes a los suministros de gas natural por canaliza-
ción medidos por contador, relativas al período que 
incluya la fecha de entrada en vigor de esta Resolución, o 
en su caso, de otras Resoluciones anteriores o posteriores 
relativas al mismo período de facturación, se calcularán 
repartiendo proporcionalmente el consumo total corres-
pondiente al período facturado a los días anteriores y 
posteriores a cada una de dichas fechas, aplicando a los 
consumos resultantes del reparto los precios que corres-
ponden a las distintas Resoluciones aplicables.

Madrid, 28 de diciembre de 2004.–El Director General, 
Jorge Sanz Oliva. 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 21913 REAL DECRETO 2395/2004, de 30 de diciem-

bre, por el que se aprueba el Estatuto de la 
entidad pública empresarial Administrador de 
Infraestructuras Ferroviarias.

La Ley 39/2003, de 17 de noviembre, del Sector 
Ferroviario ha previsto, en su disposición adicional pri-
mera, que la entidad pública empresarial Red Nacional 
de los Ferrocarriles Españoles pase a denominarse 
Administrador de Infraestructuras Ferroviarias y asuma 
las funciones asignadas a éste en la citada Ley. La enti-
dad, de conformidad con lo establecido en el artículo 20 
de la citada Ley, estará adscrita al Ministerio de 

Fomento a través de la Secretaría General de 
Infraestructuras y gozará de personalidad jurídica pro-
pia y diferenciada de la del Estado, plena capacidad de 
obrar y patrimonio propio, y se regirá por lo estable-
cido en la Ley del Sector Ferroviario, en la Ley 6/1997, de 
14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado, en las normas de 
desarrollo de ambas, en el presente Estatuto y en las 
demás normas que le sean de aplicación.

Al mismo tiempo, la Ley prevé, en su disposición 
adicional segunda, la extinción de la entidad pública 
empresarial Gestor de Infraestructuras Ferroviarias y 
la subrogación de la entidad Administrador de 
Infraestructuras Ferroviarias en todos los derechos y 
obligaciones de aquélla. A efectos de lo dispuesto en 
el artículo 44 del Texto Refundido del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo, se considerará que existe 
sucesión de empresas entre ambas entidades públi-
cas empresariales. De esta manera, los trabajadores 
de la entidad pública empresarial Gestor de 
Infraestructuras Ferroviarias se integrarán en la enti-
dad pública empresarial Administrador de 
Infraestructuras Ferroviarias. En cuanto a los funcio-
narios adscritos al Gestor de Infraestructuras Ferro-
viarias, se les reconoce, en la Ley, un derecho de 
opción pudiendo pasar a integrar la plantilla del per-
sonal laboral de la entidad pública empresarial Admi-
nistrador de Infraestructuras Ferroviarias, con reco-
nocimiento de la antigüedad que les corresponda y 
quedando en sus cuerpos o escalas de origen en la 
situación de excedencia voluntaria, o bien acceder a 
los puestos que puedan corresponderles, conforme a 
la normativa reguladora de la función pública.

Además, se ha previsto, en la disposición adicional 
primera de la Ley del Sector Ferroviario, que la entidad 
resultante de la transformación adquirirá la titularidad de 
todos los bienes de dominio público o patrimoniales que 
la entidad Gestor de Infraestructuras Ferroviarias tuviera 
adscritos o le pertenecieran en la fecha de su entrada en 
vigor.

La entidad pública empresarial Administrador de 
Infraestructuras Ferroviarias, de acuerdo con el 
artículo 21 de la Ley del Sector Ferroviario, podrá 
construir las infraestructuras ferroviarias con cargo a 
sus propios recursos o con cargo a recursos ajenos 
conforme al correspondiente convenio y, en todo 
caso, de acuerdo con lo que determine el Ministerio 
de Fomento. Asimismo, administrará las 
infraestructuras de su titularidad y aquellas cuya 
administración se le encomiende, también, mediante 
el oportuno convenio Todo ello es consecuencia de la 
necesaria separación de las actividades de adminis-
tración de la infraestructura y de prestación de los 
servicios que establece la Ley del Sector Ferroviario, 
que recogen la apertura del mercado ferroviario, 
correspondiendo al Administrador de Infraestructuras 
Ferroviarias la primera de las funciones y a la entidad 
pública empresarial RENFE-Operadora, la prestación 
de servicios de transporte ferroviario.

La Ley del Sector Ferroviario, en su disposición final 
primera, habilita al Gobierno para dictar cuantas disposi-
ciones sean precisas para el desarrollo y cumplimiento de 
lo establecido en ella. Además, su artículo 28 faculta al 
Gobierno para la aprobación del Estatuto del Administra-
dor de Infraestructuras Ferroviarias, que determinará su 
estructura organizativa básica, sus órganos de dirección, 
con especificación de su composición y atribuciones, y, 
en general, su régimen jurídico.


